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N
o es cualquier cosa lo que nos ha suce-
dido. Más de un cuarto de siglo de desa-
rrollo perdido. Mientras la mayor parte 
de los países que nos rodean avanzaban, 

nosotros nos rezagábamos visiblemente. Es muy 
poco lo que podemos mostrar como éxito nacio-
nal en las últimas décadas. Nuestra sociedad y 
sus dirigentes son, en último término, responsa-
bles de los logros mínimos alcanzados. Pero esa 
misma colectividad y especialmente la más hu-
milde, son las que han sufrido mayormente las 
consecuencias del fracaso. 

A la anterior catástrofe institucional y socioeco-
nómica, se suma ahora, como obra de la naturale-
za, el demoledor terremoto del 24 de junio de 2026, 
cuyos extensos daños en la infraestructura y en la 
economía, seguramente necesitarán varios años 
para que puedan ser subsanados, dada la ruino-
sa situación financiera del país. ¿Cuántos de esos 
daños habrían podido evitarse si no hubiera co-
rrupción en Venezuela? 

1. Las causas de la catástrofe institucional  
y su incidencia sobre el futuro
Venezuela sufrió una insólita caída institucional 
y socioeconómica a fines del siglo XX y principios 
del actual. La magnitud del daño social y econó-
mico causado a su población no tiene paralelo pa-
ra países en tiempos de paz. Las dimensiones de 
la catástrofe ocurrida están determinadas y docu-
mentadas (Gabaldón, 2025). Establecer sus causas 
es indispensable, pues no suelen suceder fenóme-
nos de esta magnitud, sin que haya factores que 
los determinen. Esto nos interesa, más que por un 
interés histórico, sociológico o antropológico, por 
lo que puedan incidir esas causas sobre la trayec-
toria futura de desarrollo del país, que es lo que 
más debe preocuparnos.

En mi trabajo antes citado, formulé una serie de 
hipótesis sobre los factores remotos que podrían 
subyacer a la grave crisis que actualmente afecta 
a Venezuela. Cité entre ellos los siguientes:
• ¿Qué fueron razones entroncadas con nuestro 

acontecer sociohistórico más lejano, por ejem-
plo, el tipo de gobernanza colonial y los hábitos 
sociales y administrativos que se hicieron nues-
tros desde entonces? (Sosa Cárdenas, 2010) 

•¿Qué fue una secuela del militarismo heredado 
de la Independencia que contribuyó a crear una 
casta con un sentido de destino manifiesto sobre 
quién y cómo debe gobernarse el país? Es el ca-
so de que el poder lo han ejercido preponderan-
temente los militares, desde la Independencia 
hasta hoy, durante la mayor parte del tiempo, de 
forma mediocre. El profesor Elías Pino Iturrie-
ta, en varios de sus libros, pero particularmente 
en su reciente obra Un pacto con el diablo. Los 
orígenes del liberalismo venezolano (2025), abona 
específicamente a esta hipótesis.

• 	¿Qué fue la cultura propia del Estado rentista, 
qué se insertó en la conducta colectiva después 
de 1920, la culpable de generar en nuestra so-
ciedad y especialmente en la administración 
pública, políticas económicas inconvenientes 
al desarrollo sostenible y una atmósfera poco 
auspiciosa al emprendimiento privado nacio-
nal, como lo anunció hace casi un siglo Alberto 
Adriani en 1931 (Adriani, 1998)?

•	¿Qué aspectos político-ideológicos contemporá-
neos han determinado la crisis? Es el caso, por 
ejemplo, de la destrucción de la industria petro-
lera nacional ocurrida durante la primera dé-
cada del presente siglo, que provocó una dismi-
nución muy importante del ingreso nacional y 
generó una ruina fiscal.

•	¿O qué son factores de carácter político mundial 
los que han contribuido a un descalabro de es-
te tamaño? Por ejemplo, la llamada Posguerra 
Fría, la posverdad y todas sus secuelas, el cri-

men organizado internacional y el proceso de 
globalización en sus diferentes vertientes.

Señalé igualmente que podría ser una combina-
ción de estos factores, los generadores de la catás-
trofe, pero comprobarlo requeriría una investiga-
ción más amplia. 

He continuado mi reflexión y encuentro que, po-
siblemente, de la conjunción de algunos de los fac-
tores citados surgió, como tendencia en nuestra 
sociedad, una cierta propensión a la corrupción 
que ha sido perversa para el desarrollo producti-
vo y moral de la nación. No vaya a pensarse que 
este fenómeno es exclusivo de Venezuela. En la 
mayoría de los países en desarrollo, existen dis-
tintos niveles de corrupción. Lo destacable en 
nuestro país, es que la corrupción haya llegado 
masivamente, y a niveles tan altos, que ha con-
tribuido decisivamente a la catástrofe en referen-
cia. No obstante, la permanencia de este flagelo, 
ahora sin control, ha empezado a obstaculizar se-
riamente la posibilidad futura de que los venezo-
lanos puedan alcanzar algún crecimiento econó-
mico y mucho menos, un desarrollo sostenible.

2. La dimensión del mal que nos afecta
Las crónicas de la época colonial son profusas al 
mencionar la corrupción en sus múltiples expre-
siones, que ha estado presente en el país desde el 
temprano periodo de creación de nuestra provin-
cia, mediante las sustracciones directas de dineros 
públicos, la compra ante la Corona de cargos ad-
ministrativos y títulos nobiliarios, el contrabando 
desde las Antillas, entre muchos otros delitos, que 
dieron lugar con frecuencia a los llamados Juicios 
de Residencia a los funcionarios de la Corona. 

Esa temática estuvo muy presente en el debate 
sobre la problemática nacional, desde la propia 
declaratoria de la Independencia. Constituyó una 
preocupación permanente para Simón Bolívar, 
quien, como administrador, formuló numerosas 
disposiciones para controlar la corrupción, entre 
ellas el decreto de enero de 1824, que, como pre-
sidente de Colombia y Dictador Plenipotenciario 
del Perú, estableció “la pena de muerte para todos 
los funcionarios públicos que hayan malversado 
o tomado para sí parte de los fondos de la nación”.

Durante el siglo XIX, después de 1830, con la se-
paración de Venezuela de la República de Colom-
bia, se registra la ocurrencia frecuente de latroci-
nios en las distintas administraciones, a pesar de 
que éramos un país pobrísimo. Recuérdense los 
escándalos ocurridos durante el régimen de los 
hermanos Monagas, un periodo que se distingue 
por el autoritarismo, el nepotismo y la corrup-
ción. Los hechos de corrupción posteriores a la 
Guerra Federal, que convirtieron al presidente 
Antonio Guzmán Blanco, gran modernizador de 
Venezuela, en el hombre más rico del país. La ne-
gociación de los empréstitos internacionales y los 
contratos para la construcción de ferrocarriles, 
verdaderos instrumentos de desarrollo, fue una 
oportunidad para jugosos actos de corrupción 
administrativa. 

¿Qué puede decirse, en ese contexto, de los re-
gímenes dictatoriales de Cipriano Castro y Juan 
Vicente Gómez? En ambos gobiernos, el país se 
manejó como hacienda propia, sin distinción en-
tre los bienes públicos y el patrimonio personal de 

los dictadores. Durante el gobierno de Gómez se 
inició el otorgamiento de concesiones petroleras 
a gran escala, actos administrativos que sirvieron 
para beneficiar a una pléyade de amigos y fami-
liares del gobernante, quienes amasaron impor-
tantes fortunas, al venderlas posteriormente a las 
empresas petroleras internacionales. No obstan-
te, hay que señalar que la corrupción se circuns-
cribía principalmente a los altos niveles de la bur-
guesía nacional y no entorpecía necesariamente 
los negocios privados.

En 1935, a la muerte de Gómez, se inicia lo que 
he denominado una suerte de renacimiento na-
cional (Gabaldón, 1999). Una época de acelerada 
modernización administrativa, política y econó-
mica. Los gobiernos posteriores, incluyendo los 
del Trienio Democrático de 1945 a 1948, lograron 
controlar en buena medida la corrupción, pero 
al transitar a la llamada dictadura perejimenis-
ta, de 1948 a 1958, recrudeció el fenómeno de la 
corrupción, sobre todo en los altos niveles de la 
administración pública, vinculados al desarrollo 
de la infraestructura física, a cuya construcción 
se le otorgó alta prioridad.

A partir de 1958, el periodo de la democracia ci-
vil se caracterizó por administraciones bastante 
honestas, sobre todo en los altos niveles de go-
bierno, aunque hay que aceptar que se registra-
ron escándalos que “empanaron” el prestigio de 
la democracia. Fue notorio, por ejemplo, el caso 
originado por el proceso de control de cambio re-
querido tras la devaluación del bolívar en 1983, 
que dio lugar a la organización Recadi (Régimen 
de Administración de Divisas, entre 1983 y 1989), 
que terminó por convertirse en una fuente de en-
riquecimiento ilícito para miles de personas, tan-
to del sector público como del privado. Comenza-
ba así a extenderse el flagelo de la corrupción a 
toda la sociedad.

Además, al mirar de conjunto este periodo, pue-
de apreciarse que, durante los tiempos de bonan-
za fiscal derivados de la elevación de los precios 
internacionales del petróleo, se recrudecían los 
intentos de establecer todo tipo de transacciones 
dolosas. En tales circunstancias afloraron nego-
cios que comprometieron a funcionarios del sec-
tor público con numerosos personajes privados.

Ahora bien, hay que señalar que, a pesar del 
progreso material que alcanzó el país; alentado 
por el sesgo estatista que inducía el estilo de desa-
rrollo rentista-extractivista imperante desde los 
años veinte del siglo pasado, se descuidó el clima 
favorable a los negocios y la inversión privada, y 
fue implantándose un entramado burocrático re-
tardatriz del crecimiento, que a su vez sustentaba 
todo tipo de corruptelas contrarias al aumento de 
la productividad de la economía.

En una óptica positiva, no obstante, también es 
justo destacar que durante la democracia civil 
fuimos capaces de adelantar una serie de grandes 
proyectos de desarrollo, sin que hubiesen surgido 
denuncias sobre su transparencia administrativa. 
Tal fue el caso, por ejemplo, de la nacionalización 
de la industria petrolera, con compensación a las 
empresas transnacionales por la totalidad del va-
lor de sus activos, según el valor en libros, sin que 
hubiese habido un solo reclamo ni se hubiera de-
nunciado un caso de operación dolosa. Igual ocu-
rrió con el gigantesco desarrollo hidroeléctrico 

del río Caroní o con la empresa Metro de Cara-
cas, entre muchos otros.

Lamentablemente, apenas iniciado el periodo 
presidencial presidido por el teniente coronel Hu-
go Chávez en 1999, se estableció el llamado Plan 
Bolívar 2000, mediante el cual se rompía el prin-
cipio de la “unidad del tesoro”, para que los jefes 
militares de todo el país pudiesen contratar obras 
y servicios de diferente tipo, sin ningún control 
administrativo, ni rendición de cuentas. Se inició 
un proceso para involucrar progresivamente a la 
institución militar en un amplio sistema de co-
rrupción administrativa que, con el tiempo, se ha 
ampliado notablemente. 

Posiblemente, el acto de gobierno de mayor tras-
cendencia para elevar exponencialmente la co-
rrupción en Venezuela y accidentar su desarrollo 
ulterior, fue la intervención y posterior destruc-
ción de Pdvsa. Esta situación, que tuvo por objeti-
vo colocar la industria petrolera nacional bajo el 
control clientelar del poder ejecutivo, subestimó 
por completo sus efectos perversos y abrió la es-
pita para uno de los procesos de corrupción de 
mayor magnitud del mundo y para una dramáti-
ca expoliación de la riqueza nacional. 

Esto ha ocurrido a la par de una política contra-
ria a la economía privada, marcada por expropia-
ciones de múltiples empresas y predios urbanos y 
rurales, y hostilidad hacia los negocios mercanti-
les, que se ha convertido en distintivo del llama-
do socialismo del siglo XXI. Todo ha constituido 
uno de los antecedentes más nocivos para el futu-
ro institucional de Venezuela.

Al final, la dictadura chavista-madurista ha si-
do la administración que más ha contribuido a 
masificar la corrupción pública en Venezuela. La 
corrupción quedó arraigada como flagelo desde 
los altos niveles gubernamentales, descendiendo 
hasta la base social, donde cientos de miles de ciu-
dadanos integrantes de las organizaciones comu-
nales disfrutaron de prácticas clientelares de na-
turaleza poco ortodoxa o dolosa, que inducían a la 
corrupción generalizada. Se volvieron rutina las 
alcabalas donde la Guardia Nacional extorsiona 
a todos los pobladores, pero especialmente a los 
más humildes. Y entre los grandes latrocinios, se 
llegó hasta el robo de una elección presidencial 
como ocurrió el 28 de julio del 2024.

Algo muy grave es que se ha impuesto una sen-
sación social de impunidad total ante el delito.

Esta situación se agravó, además, al involucrarse 
directamente el gobierno en el narcotráfico y en el 
contrabando de oro y otros metales. Estas actua-
ciones del crimen organizado internacional han 
constituido uno de los fenómenos más disruptivos 
para la seguridad de los países (Naím, 2006). Tal 
combinación delincuencial, con sus componentes 
nacionales y foráneos, ha tenido profundos efectos 
en el tejido social del país, incluyendo sus estruc-
turas administrativas, las fuerzas armadas, los de-
rechos humanos, la seguridad pública, así como la 
ética y la moral de la república. “El fenómeno de 
las drogas ilícitas, sobra decirlo, es un formidable 
generador de corrupción que afecta todos los nive-
les de la sociedad y que, por lo tanto, pone en peli-
gro tanto el modelo político como el modelo econó-
mico” (Cepeda Ulloa, 2017)

(Continúa en la página 11)

“La agenda para revertir el 
mal que afecta a Venezuela 
actualmente debe tener, 
por lo tanto, dos fases de 
implementación paralelas: 
adelantar una lucha en 
todos los frentes contra la 
corrupción e instrumentar 
una política pública de 
mejora del clima para los 
negocios y la inversión. 
Ambos asuntos deben ser 
indisociables”

ENSAYO >> PENSAR EL TERREMOTO 

El origen de la catástrofe venezolana
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(Viene de la página 10)

La corrupción en una sociedad puede manifes-
tarse de múltiples formas. Se comete un error al 
considerar esta lacra exclusiva de la administra-
ción pública. Pues ocurre que este fenómeno no 
solo está presente en las relaciones entre las ins-
tituciones gubernamentales y la sociedad en ge-
neral, como se ha dicho, sino que además se ma-
nifiesta en una amplia gama de expresiones en 
las relaciones entre los ciudadanos. En primer 
término, es el caso del condicionamiento de las 
decisiones tomadas por los entes públicos que fa-
vorecen determinados intereses particulares en 
respuesta al pago de dinero, coimas u otros bienes 
materiales, o simplemente al tráfico de influen-
cias. O, en el segundo caso, es común la infinidad 
de estafas y pillerías que cometen individuos con-
tra los demás integrantes de su colectividad y que 
contribuyen a la impresión de que se trata de una 
sociedad corrupta en general o de una moralidad 
social deficiente.

Estimar el nivel de corrupción de una socie-
dad puede resultar complejo o parecer subje-
tivo. No obstante, existen instituciones que se 
han dedicado a establecer metodologías que sir-
ven para aproximarse a tener una percepción 
bien fundamentada del mal que nos preocupa 
caracterizar.

Transparency International (TI), es una orga-
nización mundial, no gubernamental, sin fines 
de lucro, basada en Berlín, pero con capítulos en 
más de 100 países, cuyo propósito es promover ac-
ciones para combatir la corrupción y adelantar la 
transparencia en los asuntos públicos (Wikipedia, 
2026). En el caso de Venezuela, se ha constituido la 
asociación civil Transparencia Venezuela, como 
un capítulo nacional de Transparencia Interna-
cional. En el 2025 Transparencia Venezuela tuvo 
que refugiarse en el exterior debido a la persecu-
ción del gobierno.

Una de las publicaciones más relevantes de TI es 
el Corruption Perception Index (CPI), que se pu-
blica anualmente. La organización TI realiza un 
seguimiento de la corrupción en el sector públi-
co de los países. A estos efectos, el CPI considera 
una serie de factores, tales como: la prevalencia 
del soborno en el sector gubernamental; el uso 
indebido de recursos públicos; el acceso a la in-
formación y la transparencia administrativa; la li-
bertad de prensa y la protección de denunciantes; 
y la capacidad del sistema judicial para sancio-
nar la corrupción. Estos factores son analizados 
por equipos de evaluadores independientes, que 
luego en seguimiento de ciertas pautas permiten 
cuantificar y articular un índice de percepción de 
la corrupción, que refleja la limpieza u opacidad 
de las relaciones público-privadas. Dicho índice se 
ha fijado por convención y puede tener un valor 
entre cero y cien, siendo esta última calificación 
la que se aproxima más a una administración ma-
yormente honesta. 

En su informe Corruption Perception Index de 
2025, la TI presenta un estudio comparativo de 182 
países. Aparecen con la mayor puntuación como 
naciones más honestas: los Países Bajos, los 4 paí-
ses nórdicos, Singapur y Nueva Zelandia, con va-
lores entre 80 y 89. Y se destacan para vergüenza 
nuestra, entre los tres países más corruptos del 
mundo: Venezuela (10), Somalia (9) y Sudán del 
Sur (9). 

Lo más grave es que, si se examinan los datos 
del CPI desde 2012, cuando se inicia el registro de 
estos índices, se observa que Venezuela tenía, pa-
ra ese año, una calificación bastante baja de 19 y 
una posición de 165 entre 174 países evaluados. 
Para el año 2025, según las últimas estadísticas 
reseñadas, Venezuela se encuentra en la posición 
180 entre 182 países evaluados. Esto indica que el 
fenómeno de la corrupción se ha intensificado en 
Venezuela en los últimos años: nos encontramos 
en una trayectoria de agravamiento del flagelo. 
Esto lo destaca de forma específica varias veces el 
informe antes citado para el 2025, lo cual debería 
ser motivo de seria preocupación nacional.

Como resultado de sus comprensivas investiga-
ciones, la organización TI, ha demostrado que la 
corrupción tiene mucho que ver con la degrada-
ción del clima para hacer negocios e invertir por 
parte del sector privado, que, como se señaló an-
teriormente, es lo que suele marcar el ritmo de 
crecimiento de la economía. 

De consuno, una organización como el Banco 
Mundial, preocupada por los factores que obsta-
culizan el desarrollo de las naciones, ha creado 
una agencia especializada en diagnosticar el cli-
ma para los negocios y la inversión, presente en 
cada país: B-Ready (World Bank Group). Dicha 
organización, en su informe para el año 2024: Bu-
siness Ready Report, presenta una recopilación 
de datos que abarca 190 países. Para evaluarlos, 
considera tres aspectos fundamentales: el marco 
normativo vigente, los servicios públicos dispo-
nibles y la eficiencia operativa. Al jerarquizar la 
evaluación de los países de mejor a peor, Venezue-
la aparece con una puntuación de 188, es decir, es-
tá entre las tres naciones peor calificadas. Por el 
contrario, Nueva Zelanda, Singapur, Hong Kong, 
Dinamarca y Corea del Sur, aparecen en las posi-
ciones 1, 2, 3, 4 y 5.

Cabe formular entonces una pregunta clave: 
¿por qué razón Venezuela es calificada tan bajo, 
en los últimos puestos, tanto por sus niveles de 
corrupción social, como por el clima hostil hacia 
los negocios y la inversión privada? 

No tenemos por qué afanarnos mucho para res-
ponder a este interrogante, pues ambos aspec-
tos, como vimos, están íntimamente asociados. 
Las dificultades burocráticas u operativas para 
poner en marcha cualquier nueva empresa pro-
ductiva constituyen una oportunidad para come-
ter actos de corrupción adicionales. Se establece 
así un verdadero círculo vicioso: mientras más 
embrollado es generar riqueza adicional a través 
del fomento de la iniciativa privada; más oportu-
nidades existen para cometer y aumentar actos 
de corrupción. 

El hecho de que vivimos de escándalo en escán-
dalo, nos ha hecho perder el sentido comparativo 
de que nos encontramos realmente ante una si-
tuación muy grave de disfuncionalidad social y 
económica. 

En cualquier sociedad en estado normal, estos 
resultados deberían haber activado las alarmas 
máximas, al menos entre los sectores dirigentes, 
y haber generado reacciones que convocaran una 
discusión nacional para debatir posibles solucio-
nes y, seguidamente, acometer su remediación. 
Que esto no haya ocurrido en nuestro país, es ya 
un síntoma de que tenemos una falla muy gra-
ve en nuestra sociedad para identificar los males 
que la afectan y actuar en su corrección.

3. No puede haber desarrollo  
sostenible con corrupción
En las décadas de los años cincuenta y sesenta del 
siglo pasado, cuando empieza a surgir sistemá-
ticamente la bibliografía que explica las causas 
del desarrollo de los países, primero del desarro-
llo económico y luego del desarrollo puro y sim-
ple, el factor de la corrupción dentro de los países 
no recibía un tratamiento realmente crítico co-
mo factor retardatario del crecimiento económi-
co. Gunnar Myrdal (1970), el Nobel de Economía 
sueco, acuñó el término “Estado blando” para re-
ferirse a la prevalencia en la mayoría de los paí-
ses en desarrollo, caracterizada por la laxitud con 
que se aplicaban las leyes y reglamentos, lo que 
facilitaba la ocurrencia de numerosos delitos, co-
mo la corrupción, propios de una baja disciplina 
social. Myrdal, ponía el dedo en la llaga, cuando 
en mucha otra bibliografía no se le atribuía a la 
corrupción un rol determinante como obstáculo 
al crecimiento económico y al cambio social. Es 
más, algunos autores sostenían que cierto grado 
de corrupción era conveniente para mantener en-
grasados los mecanismos administrativos que ha-
cían funcionar la economía. 

En la actualidad, esa percepción ha variado sus-
tancialmente y se acepta de manera generaliza-
da que: “La corrupción es un flagelo que genera 

enormes pérdidas en todos los ámbitos, pero lo 
más preocupante es que también socava la con-
fianza en las instituciones, limita la participación 
ciudadana y desacelera el avance del desarrollo 
humano” (Prensa Libre, 2023).

Lo cierto es que cuando se analiza a profundi-
dad el fenómeno de la corrupción, se encuentran 
sus múltiples secuelas perturbadoras del desa-
rrollo sostenible y del crecimiento económico:

• Incidencia económica
En cuanto al crecimiento económico, que, con 
ciertas condiciones, es un requisito indispensable 
para lograr un desarrollo sostenible, puede decir-
se que la corrupción incide muy negativamente al 
degradar el clima para hacer negocios y promo-
ver la inversión privada. Actúa, en general, sobre 
la disponibilidad de capital para realizar la inver-
sión productiva. El capital escaso en los países en 
desarrollo, al ir a parar parcialmente a los bolsi-
llos de los corruptos, se desactiva como inversión, 
pues suele destinarse a bienes no reproductibles 
o suntuarios. La economía tiende, entonces, a vol-
verse menos eficiente.

Es el caso, por ejemplo, de lo que ocurre por el 
encarecimiento de las obras de infraestructura, 
cuando su contratación está mediada por el pago 
de comisiones a los funcionarios de quienes de-
pende su ejecución. Por esta vía, generalmente 
sucede que, al quedar deficitarios los presupues-
tos para la construcción de nuevas obras, se recu-
rre a disminuir las partidas destinadas al mante-
nimiento del capital fijo, lo que deteriora este con 
mayor rapidez. Venezuela ofrece un caso típico 
de esta situación al reducir al mínimo el gasto en 
mantenimiento.

Por otra parte, si la relación capital/producto, 
esto es, la cantidad de unidades de capital reque-
ridas por unidad de producto interno bruto ge-
nerado, aumenta como resultado de la corrup-
ción y de las dificultades para hacer negocios e 
invertir por parte de los privados, entonces ello 
conlleva necesariamente una disminución de la 
tasa de crecimiento económico y, por ende, de la 
productividad.

Un informe del Fondo Monetario Internacional 
(FMI) de 2016 estimó que solo el rubro de los so-
bornos en el sector público a nivel mundial puede 
ascender anualmente entre 1,5 y 2,0 mil millones 
de dólares (FMI, 2016). Por otra parte, el secreta-
rio general de la ONU, António Guterres (2018), 
afirmó ante el Consejo de Seguridad que el cos-
to global de la corrupción equivalía al 5% del PIB 
mundial.

 
• Incidencia social
La merma del gasto que debe efectuarse, espe-
cialmente en servicios de salud y educación, 
como resultado de la corrupción, tiene conse-
cuencias directas en el bienestar social, en de-
trimento de la calidad de vida de la población 
y de su futuro. Esto suele ocurrir simplemente 
porque los dispensadores de ambos servicios 
sustraen, para beneficio propio, recursos que 
de otro modo deberían destinarse a brindar 

bienestar a los ciudadanos. Esto sucede, por 
ejemplo, cuando los administradores perciben 
coimas dependientes del monto de los insumos 
adquiridos para operar el servicio; cuando se 
sustraen los insumos destinados a prestar el 
servicio para provecho propio; o cuando el per-
sonal que presta los servicios no cumple con 
los horarios exigidos, entre muchas otras fal-
tas que parecen menores, pero cuyo acumulado 
puede reducir considerablemente la calidad del 
servicio social prestado.

La deficiente prestación de servicios sociales, 
debido a la corrupción, disminuye o neutraliza 
su rol distributivo de ingresos, contribuyendo así 
a la desigualdad entre los diversos estratos pobla-
cionales y, por ende, al aumento de la pobreza.

• Incidencia institucional
La gente suele tener buen olfato para identifi-
car los niveles de honestidad con los que operan 
las diversas instituciones públicas y privadas. 
Cuando se corre la voz de que en una institu-
ción prevalece la deshonestidad en su funciona-
miento, lo primero que ocurre es la pérdida de 
confianza en ella. Es muy grave cuando ello su-
cede, por ejemplo, en la administración de justi-
cia, como es el caso de Venezuela, pues se viene 
abajo el acatamiento social que sus decisiones 
deben suscitar, perdiéndose el respeto indispen-
sable para que ella cumpla su rol de control de 
las desviaciones de la sociedad.

Un caso que la bibliografía comenta con fre-
cuencia es cuando la corrupción pervierte la 
gestión ambiental, provocando la desobedien-
cia a las regulaciones y normas exigidas para 
el cuidado del capital natural. La resultante es 
el aceleramiento de las agresiones contra la na-
turaleza y, por ende, sobre la sustentabilidad 
ecológica del desarrollo.

Ha existido preocupación en los países por in-
vestigar la felicidad de su gente y los factores 
que la determinan. El World Happiness Report 
es un informe del Wellbeing Research Centre de 
la Universidad de Oxford que se publica anual-
mente y en el que se incluye el índice de felici-
dad de cada país. Entre los factores considera-
dos para estimar el índice referido se encuentra 
la percepción de la corrupción en la sociedad 
del país. En último término, ello representa la 
confianza institucional. 

En Venezuela, para el 2025, su índice de felici-
dad es de 5,683 y su rango entre los países es el 
82 de 147. Esto nos coloca en el último lugar de 
América Latina. Sin embargo, el decrecimiento 
de dicho índice desde el 2012 es de los mayores: 
-1,263 con un rango de 139.

En países con una alta percepción de corrup-
ción, la felicidad cae drásticamente. Su coefi-
ciente de -0.645 significa que su impacto nega-
tivo, es casi el doble del impacto positivo del 
dinero (0.366). Esto sugiere que la confianza en 
las instituciones es clave para el bienestar (The 
World Happiness Report, 2026).

(Continúa en la página 12)
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Y lo más serio de los anteriores comentarios, 
es que la desconfianza institucional termina 
por deslegitimar políticamente los sistemas 
democráticos con serio peligro para su estabi-
lidad; en Venezuela hemos apreciado palpable-
mente este efecto. Al contrario, la experiencia 
muestra que en la medida en que se desarrollan 
democracias más fuertes y genuinas, se incre-
mentan la conciencia y la acción contrarias a la 
corrupción y se favorece un ambiente propicio 
a la inversión privada. 

La destrucción institucional que hemos sufri-
do en Venezuela en los últimos años ha precedi-
do al aumento explosivo de la corrupción y a la 
parálisis económica. De ahí que la lucha contra 
el flagelo ha de considerar prioritariamente el 
fortalecimiento institucional.

4. Esquema de una agenda  
para la corrección del mal
De todo lo que hemos dicho se desprende una 
relación bidireccional: la atmósfera favorable a 
la inversión depende en gran medida del éxito 
en la lucha contra la corrupción y viceversa. 

La agenda para revertir el mal que afecta a 
Venezuela actualmente debe tener, por lo tan-
to, dos fases de implementación paralelas: ade-
lantar una lucha en todos los frentes contra la 
corrupción e instrumentar una política pública 
de mejora del clima para los negocios y la inver-
sión. Ambos asuntos deben ser indisociables.

Con relación al primer aspecto se conoce bien 
que dicha lucha ha de constar al menos de los 
siguientes elementos:
•	Educación ciudadana en todos los niveles.
•	Reforma estructural de la administra-

ción pública (de las organizaciones y de los 
procedimientos).

•	Liderazgo: buenos ejemplos mediante la con-
ducta de los dirigentes.

•	Sanciones severas para quienes cometan ac-
tos de corrupción.

•	Fortalecimiento del Poder Judicial para hacer-
lo más eficaz en la lucha contra la corrupción.

En cuanto a la creación de una atmósfera fa-
vorable a los negocios y la inversión, se cuenta 
con un análisis detallado por parte de la citada 
organización del Banco Mundial (Doing Busi-
ness), sobre los principales factores que coad-
yuvan a este fin:
•	 Facilidades para iniciar nuevos negocios.
•	 Agilización de permisos de construcción.
•	 Contar con servicios continuos de electrici-

dad, agua y comunicación.
•	 Registro de propiedades confiable.
•	 Disponibilidad y obtención de financiamiento.
•	 Protección de los inversionistas minoritarios.
•	 Régimen impositivo aceptable.
•	 Comercio transfronterizo.
•	 Exigencia del cumplimiento de los contratos.
•	 Cómo se resuelven las insolvencias.

A esto puede agregarse que los países que tie-
nen un índice elevado de honestidad según el 
Corruption Perception Index del TI cuentan 
con eficaces políticas públicas para el combate 
de la corrupción y, por ende, son los que mues-
tran mayor vigor en su progreso. 

Por ejemplo, en Singapur, la creación de la 
Oficina de Investigaciones sobre Prácticas Co-
rruptas, una agencia independiente con am-
plios poderes para investigar y enjuiciar la 
corrupción, ha sido un componente clave en 
la transformación del país, desde su etapa co-
mo nación en desarrollo recién independizada, 
donde prevalecían todo tipo de delitos adminis-
trativos, hasta alcanzar un liderazgo global en 
la lucha contra la corrupción.

Las Naciones Unidas aprobaron en 2003 una 
Convención, que ha sido ratificada por la ma-
yoría de los países, y que constituye el único 
instrumento mundial jurídicamente vinculante 
contra la corrupción (Naciones Unidas, 2003). 
En su prólogo, dicha Convención establece que: 
“La corrupción es una plaga insidiosa que tiene 
un amplio espectro de consecuencias corrosi-
vas para la sociedad. Socava la democracia y el 
Estado de derecho, da pie a violaciones de los 
derechos humanos, distorsiona los mercados, 
menoscaba la calidad de vida y permite el flo-
recimiento de la delincuencia organizada, el te-
rrorismo y otras amenazas a la seguridad hu-
mana. Este fenómeno maligno se da en todos 
los países –grandes y pequeños, ricos y pobres–, 
pero sus efectos son especialmente devastado-
res en el mundo en desarrollo. La corrupción 
afecta infinitamente más a los pobres porque 
desvía los fondos destinados al desarrollo, so-
cava la capacidad de los gobiernos para ofrecer 
servicios básicos, alimenta la desigualdad y la 
injusticia, y desalienta la inversión y las ayudas 
extranjeras. La corrupción es un factor clave 
del bajo rendimiento y un obstáculo importan-
te para el alivio de la pobreza y el desarrollo”.

La conclusión principal de todo lo anterior es 
que los países que se fortalecen institucional-
mente para luchar contra la corrupción y esta-

blecer un clima favorable a los negocios del sec-
tor privado, son los que a la postre progresan 
más exitosamente. Para el próximo proceso de 
reconstrucción, en el que, en todos los órdenes, 
nuestro país está obligado a acometer una vez 
que se produzca el cambio político indispensa-
ble, la lección de referencia es absolutamente 
prioritaria. 

 
5. Acotación final 
Nuestra intención, como se ha mencionado, ha 
sido indagar sobre los principales factores que 
han contribuido al descalabro socioeconómico 
tan grave que ha sufrido la sociedad venezolana 
en el siglo XXI. Señalamos, que el interés mayor 
de la indagatoria es prevenir que la prolonga-
ción en el tiempo de esos factores pueda entor-
pecer nuestro desarrollo futuro. Si eso llegase 
a ocurrir, no sería exagerado decir: que Vene-
zuela no tiene porvenir.

Estamos convencidos de que en Venezuela 
existen factores causales con profundas raíces 
históricas cuyo verdadero papel todavía no 
ha sido investigado con la profundidad que 
merece. El caso, por ejemplo, ya mencionado, 
de la cultura administrativa y ciudadana que 
contribuyó a fomentar el estilo de desarrollo 
rentístico-extractivista o la gobernanza mili-
tar, con todas sus características indeseables. 
Y podríamos formular comentarios similares 
sobre otros de los factores que planteamos co-
mo hipótesis al inicio de este trabajo.

Mas, como tratamos de explicar, existen 
fuertes indicios de que, durante el ajetreo de las 
últimas décadas, se crearon propensiones so-
ciales a una corrupción sistémica, hasta el pun-
to de que este fenómeno llegó a alcanzar niveles 
que destacan a escala mundial, como lo señala 
el Índice de Percepción de la Corrupción. No 
es pues por inquina hacia el régimen actual, 
ni antipatía por los venezolanos, que aparezca 
nuestro país como la nación más corrupta de 
todo el continente americano. De persistir esa 
situación, en el futuro todo esfuerzo de desar-
rollo se volverá nugatorio. Esto es lo que debe-
mos evitar, por lo que lo procedente es formular 
una política pública de lucha efectiva contra la 
corrupción e implementarla de manera efici-
ente. Esta política, por su complejidad, deman-
da establecer amplias alianzas entre el sector 
público, el privado, las academias, los medios 
de comunicación social y la sociedad civil en 
general, para hacer de esta causa una priori-
dad nacional. He aquí otro de los grandes re-
tos que enfrenta Venezuela en su futuro de 
reconstrucción. 

A lo largo de mi carrera pública, siempre he 
tenido preocupación por los temas relacionados 
con la corrupción, ya que estoy convencido de 
que constituye un flagelo muy perjudicial pa-
ra la buena marcha del país y, por mis propios 
principios y valores adquiridos en el hogar y a 
través de una buena educación recibida. 

Cuando me correspondió desempeñar la 
posición pública más alta alcanzada (ministro 
de Obras Públicas), se dieron las circunstancias 
en las que el país disfrutaba de uno de los perio-
dos de gran bonanza petrolera registrados. Pude 
percibir entonces a través de mis relaciones so-
ciales y profesionales, que se estaba gestando un 
tiempo propicio para grandes negociados rela-
cionados con el sector público. Ello me producía 
profunda inquietud y me indujo, siendo minis-
tro, a dar una declaración de alerta que adquirió 
un carácter inusitado por provenir de un funcio-
nario gubernamental de tan alto nivel.

Expuse, en mi rueda de prensa semanal del 
25 de octubre de 1974, con los redactores del 
área económica, según la crónica del notable 
periodista del diario El Nacional, José (Chepi-
no) Gerbasi, que he considerado útil transcribir 
íntegramente, lo siguiente: 

“El ministro de Obras Públicas, Arnoldo José 
Gabaldón, hizo ayer un preocupante llamado 
en torno a lo que él calificó como ‘un reblan-
decimiento, un debilitamiento de los niveles 
éticos que se ha producido en Venezuela en 
los últimos años. Este reblandecimiento –re-
calcó– debe llevar a la reflexión a los dirigen-
tes de todos los sectores del país’.
Saliéndose de los temas que suele tratar con 
los redactores económicos, apartándose de 
las explicaciones sectoriales que está hacien-
do sobre el Presupuesto de 1975, el titular de 
Obras Públicas, sin ni siquiera habérselo pre-
guntado, quiso hablar ayer de los principios 
de moralidad en la vida nacional.
‘En los últimos años –dijo– se ha observado 
en Venezuela un reblandecimiento, un debili-
tamiento, de los niveles éticos. Esto –agregó– 
afecta tanto al funcionariado público como 
al privado. Se trafica constantemente con 
influencias y se consideran aceptables prácti-
cas que, en países con alta moralidad social, se 
consideran indeseables. No hay castigo para 
las personas que cometen actos en contra de 
la cosa pública y la frivolidad social en Ven-
ezuela; posiblemente, como consecuencia de 
la abundancia relativa de los recursos exis-

tentes, está llegando a límites que sobrepasan 
los alcanzados en países de riqueza muy supe-
rior a la nuestra.
‘¿Propone algo concreto ante esta situación?’.
‘Creo que es necesario llevar a cabo una cam-
paña de denuncias sistemáticas sobre una se-
rie de hechos que se están convirtiendo en la 
norma, porque de lo contrario, la impudicia 
va a dar al traste con el sistema en el que una 
gran cantidad de venezolanos estamos com-
prometidos a consolidar. Esto es realmente 
preocupante, porque la carencia generaliza-
da de probidad constituye un pésimo ejemplo 
para los jóvenes que se levantan y que todavía 
no se han corrompido y, quizás la más grave 
es cuando empiezan a considerar aceptables 
–por amoralidad más que por inmoralidad– 
ciertas prácticas completamente reñidas con 
los niveles de moralidad social que deben im-
perar en un país realmente civilizado’.
Pero, pregunta el periodista: ‘¿tiene algunos 
casos concretos a los que puede hacer 
referencia?’” 
‘No. Mi denuncia la hago en términos abs-
tractos con el propósito de alertar, pues veía 
que se nos venía encima una situación que, si 
no se controlaba, podría acabar con la joven 
democracia en la que estábamos comprome-
tidos a construir. Deseaba resaltar, además, 
que este no era un problema exclusivo de la 
administración pública, pues, como ha queda-
do claro, el sector privado también tiene una 
alta responsabilidad’. 

No deseaba, en efecto, en ese momento, ser 
protagonista de un nuevo escándalo político-ad-
ministrativo. Sin embargo, transcurrido más de 
medio siglo desde la entrevista, puedo afirmar 
que realmente me encontraba sumamente in-
cómodo y disgustado en ese momento, porque 
consideraba que el gobierno debía comenzar 
con urgencia las obras del Metro de Caracas y 
que existían intereses privados presuntamente 
conectados con funcionarios de alto nivel que se 
oponían a ello, por razones comerciales o dolo-
sas. En mi libro Las palancas del desarrollo sus-
tentable (Gabaldón, 2024) expliqué ampliamente 
la dura batalla que tuve que librar para superar 
dichos obstáculos y dar inicio a esa obra funda-
mental para la colectividad caraqueña.

Nos encontramos ahora en una posición in-
ternacional nada honrosa en materia de mo-
ralidad social. Sabemos que ello dificultará 
mucho la llegada de nuevos capitales indis-
pensables y anulará el esfuerzo colectivo que 
los venezolanos hagan para superar el subde-
sarrollo. Por lo tanto, invitamos a todos, en es-
pecial a la clase dirigente, a poner en la agenda 
nacional prioritaria la lucha contra la corrup-
ción en todas sus expresiones y a promover un 
clima de confianza favorable a la expansión 

productiva. De lo contrario, no saldremos de 
la crisis. 
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